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1.- VISTOS  

Desata la Sala por medio de este proveído la apelación interpuesta por el apoderado de la parte civil en representación del señor ALBERTO TORO OCAMPO, contra la sentencia absolutoria proferida el diez (10) de junio de 2008 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira en favor de los acusados JOSÉ FABIÁN AGUIRRE GÓMEZ, ALDEMAR DE JESÚS AGUIRRE GÓMEZ y GABRIEL JOSÉ MEDINA OROZCO.
2.- HECHOS 

Dan cuenta las diligencias, que los señores ALBERTO TORO OCAMPO y FABIÁN AGUIRRE celebraron el día veintitrés (23) de junio de 2000 un contrato de “Promesa de Permuta”, por medio de la cual se comprometieron a transferir recíprocamente la propiedad de varios bienes de la siguiente manera: el hoy denunciante -TORO OCAMPO- haría entrega de un predio rural denominado “El Retiro” ubicado en zona rural del vecino municipio de La Virginia (Rda.) a cambio de dos vehículos automotores (campero Mitsubishi de placas CBY-176 y automóvil Renault 21 de placas KEH-175) y una letra de cambio por valor de tres millones trescientos mil pesos ($3’300.000.oo). 
El contrato (ver fl. 9 C.O.I.) no fue firmado por FABIÁN AGUIRRE en forma personal y directa al tener para ese momento apenas una contraseña de su cédula, motivo por el cual lo suscribió con autorización de ambos contratantes el hermano de aquél de nombre ALDEMAR AGUIRRE quien sí poseía su documento de identificación para el día de elaboración del susodicho documento. 
Las referidas entregas se materializaron y el adquirente TORO OCAMPO vendió posteriormente el vehículo automotor marca MITSUBISHI, referencia GLX, modelo 1995, tipo cabinado, color rojo de placas CBY-176, al médico JAIME DE JESÚS MOLANO HURTADO -el día doce (12) de Julio de 2000 según consta a fl.142 C.O.I.-; persona ésta que tuvo que sufrir la inmovilización y decomiso del rodante por parte de la Policía Judicial el día treinta (30) de Diciembre de 2001, por cuanto le figuraba un pendiente por apropiación ilícita según denuncia formulada en la ciudad de Popayán (Cauca) el día quince (15) de Junio de 2000, es decir, ocho días antes de la firma de la “Promesa de Permuta” objeto de la presente investigación.
El hoy denunciante tuvo que responder al comprador de ese vehículo por el perjuicio causado y en consecuencia formuló denuncia penal contra JOSÉ FABIÁN AGUIRRE GÓMEZ (como directo permutante), el hermano de éste ALDEMAR DE JESÚS AGUIRRE GÓMEZ (como intermediario para la firma del documento) y GABRIEL JOSÉ MEDINA OROZCO (persona que días antes había transferido en permuta el citado campero a JOSÉ FABIÁN quien a su vez lo ofreció a TORO OCAMPO).
Con posterioridad se supo, que a raíz de los múltiples negocios existentes entre JOSÉ FABIÁN AGUIRRE y GABRIEL MEDINA OROZCO en la plural condición de comisionistas, éste último se quedó con el predio entregado por ALBERTO TORO y más tarde lo enajenó a un Dr. VEGA no obstante que TORO OCAMPO no le había firmado escrituras por cuanto MEDINA OROZCO le incumplió con el traspaso de los documentos del Mitsubishi objeto de esta confrontación. El citado Dr. VEGA finalmente abandonó el fundo y la Fiscalía dispuso la entrega provisional al ofendido TORO OCAMPO.
3.- IDENTIDAD 

JOSÉ FABIÁN AGUIRRE GÓMEZ, hijo de María Gilma y Leonel Antonio, con 44 años de edad, residente en la manzana 29 casa 1 campestre D. Dosquebradas (Rda.), de estado civil casado con Fany Bedoya Echeverry, portador de la cédula de ciudadanía No 18.505.118 de Dosquebradas (Rda.), y de ocupación tapicero. Rindió indagatoria (fl. 51 s.s. C.O.I.)
ALDEMAR DE JESÚS AGUIRRE GÓMEZ, hijo de María Gilma y Leonel Antonio, natural de Cartago (Valle del cauca), con 48 años de edad, residente en la urbanización Bombay manzana 46 casa 9 de Dosquebradas (Rda.), de estado civil unión libre con Isabel Cristina Morales, portador de la cédula de ciudadanía No 10.099.511 de Pereira (Rda.), grado de instrucción superior, y de ocupación docente en la vereda Aguazul de Dosquebradas. También rindió exposición injurada (fl.190 s.s. C.O.I.)
GABRIEL JOSÉ MEDINA OROZCO, hijo de Gabriel y Ligia Inés, natural de Nariño (Antioquia), con 42 años de edad, portador de la cédula de ciudadanía No 98.455.509 de Itaguí (Ant.). Persona ausente a quien no se le pudo escuchar en diligencia de descargos.
4.- CARGOS

La Fiscalía Primera Delegada ante el Tribunal Superior de Pereira, al conocer de recurso de apelación interpuesto por el representante de la parte civil contra la providencia emitida por la Fiscalía Diecisiete de Pereira en la cual precluyó la investigación
, decidió revocar esta decisión y en su lugar consideró que existía mérito para convocar a juicio
 a los procesados en calidad de coautores materiales de una conducta descrita como punible en el artículo 356 de la ley 100 de 1980, bajo el rubro de ESTAFA, agravada por el numeral 1 del artículo 372. 

5.- FALLO 

Culminado el debate en audiencia pública, dentro del cual la Fiscalía solicitó una absolución por no existir elementos que prueben la coautoría de los enjuiciados en el delito de Estafa, petición que por supuesto acolitó la defensa, el día diez (10) de junio de 2008 el Juzgado Sexto Penal del Circuito decide absolver
 en primera instancia a los acusados. 
El director del proceso sustentó su decisión en la no existencia de los artificios o engaños idóneos para inducir a la victima en error, como elemento esencial para tener por acreditada la conducta punible de ESTAFA.  

Habla de la situación jurídico-penal que distingue entre la habilidad engañadora del estafador y la incuria del estafado, para concluir que no son imputables objetivamente los denunciados porque salta a la vista que el quejoso actuó con ingenuidad a la hora de realizar el negocio -al no revisar la procedencia de los bienes objeto del contrato-.

Encontró el ad quo no probado que el denunciado señor JOSÉ AGUIRRE  tuviera conocimiento de la procedencia ilícita del automotor, ni tampoco que ellos estén dedicados a la actividad de “compra-venta de carros robados”.
Consecuente con la determinación absolutoria, dispuso la entrega definitiva del inmueble denominado “EL RETIRO” al denunciante señor TORO OCAMPO por cuanto: “no existen razones o fundamentos jurídicos para que dicha propiedad siga de alguna manera vinculada a este proceso”
6.- RECURSO

6.1.- Parte Civil -recurrente-

Esta parte se mostró inconforme con la decisión de primer grado y la impugnó
. Los argumentos para oponerse a esa determinación se pueden sintetizar así:

- Que la Fiscalía hizo caso omiso a su deber legal de asegurar la presencia de los infractores y la indemnización correspondiente a la víctima.

- Por su parte, el operador jurídico de primera instancia obvió evaluar varios elementos probatorios de importancia, entre ellos que el señor JOSÉ FABIÁN AGUIRRE no probó la delegación para realizar el contrato de permuta a su hermano ALDEMAR AGUIRRE, razón por la cual se deben vincular “como cómplices”; igualmente, que la tradición del vehículo fue alterada, situación que representa un medio idóneo para engañar.

- Se extracta de las injuradas, que los denunciados “tienen un carrusel” en el cual se exculpan mutuamente; así mismo, que entre los tres sindicados tenían relaciones de negocios y que querían mantener en el error al señor TORO OCAMPO.
- A juicio del recurrente, GABRIEL MEDINA trae vehículos de dudosa procedencia a la ciudad y realiza negocios con los otros dos sindicados, configurándose de ese modo un “concierto para delinquir”.
- Le llama la atención que los hermanos AGUIRRE fueran totalmente pasivos a la hora de denunciar al señor MEDINA por vulnerar sus derechos patrimoniales.

- Finalmente, resalta que la ingenuidad no puede conllevar a la impunidad y que el actuar con excesiva buena fe no significa auto-condenarse a sufrir perjuicios y a no tener ninguna protección jurídico-penal. 

6.2.- Defensora pública de ALDEMAR AGUIRRE -no recurrente-
Esta profesional se opone a la pretensión condenatoria del apoderado de la Parte Civil y para refutar esgrime:

- El negocio jurídico fue realmente celebrado entre el señor ALBERTO TORO y FABIÁN AGUIRRE, no entre aquél y su representado; posteriormente aparece la intervención de GABRIEL MEDINA.
- El contrato sí fue cumplido al menos parcialmente, porque se entregó el dinero adeudado que tenía como garantía un título valor -letra de cambio-; además, se hizo entrega material de varios bienes que fueron objeto de la transacción. Siendo así, no podemos hablar de ninguna ESTAFA, simplemente del incumplimiento de un contrato de promesa de permuta que da lugar a una acción de carácter civil, mas no penal que como se sabe es la última ratio.
- No existe prueba del nexo causal que ate a los aquí procesados con la investigación que se adelantó en la ciudad de Popayán por la apropiación ilícita del rodante.
- Entre denunciante y denunciados existe amistad por ser comisionistas, motivo por el cual no hay lugar a mencionar la palabra engaño cuando aquél tenía pleno conocimiento de cómo se realizan este tipo de trámites entre los mismos de su profesión. No estamos en presencia de una víctima ingenua, desconocedora de esta clase de negocios.
- De haber querido cometer la infracción que se menciona, FABIÁN no se habría valido de su hermano ALDEMAR para la firma del contrato, cuando se sabe que éste también era conocido de TORO OCAMPO y se podía localizar fácilmente. Es más, de haberse querido cometer estafa, no hubieran firmado un contrato con todas las formalidades legales como aquí se hizo.
- El simple hecho de las dificultades para localizar a su cliente no tiene categoría de prueba que incrimine, puesto que igualmente ha sido difícil la localización del ofendido, dado que ambos son comisionistas y deben desplazarse constantemente para cumplir el oficio; por demás, son personas en libertad y tienen derecho constitucional a la plena locomoción.

- Está en un todo de acuerdo con lo expresado por el a quo, en cuanto le correspondía al adquirente TORO OCAMPO averiguar ante las autoridades de Tránsito acerca de la historia de los bines que estaba recibiendo; el no hacerlo, dio lugar a la no oposición de su parte a los términos del contrato.
7.- Para resolver, SE CONSIDERA
No avizora la Sala ninguna irregularidad sustancial que afecte la estructura procesal o los derechos fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes en el asunto puesto a nuestra consideración, motivo por el cual se abordará el estudio del fallo impugnado. 
Quien recurre es el apoderado judicial de la parte que se dice afectada, por cuanto la sentencia absolutoria proferida no protegió sus intereses patrimoniales en la negociación celebrada con los denunciados.
Al Tribunal le corresponde establecer el grado de acierto que contiene el fallo absolutorio, para definir si el análisis jurídico efectuado en la instancia en verdad está acorde con la realidad procesal, o si, por el contrario, la transgrede y hay lugar a proferir una sentencia de condena en reemplazo.
Para comenzar diremos, que la ESTAFA es uno de los tipos penales que con más frecuencia se ejecuta y que en su realización pueden estar envueltos un sinnúmero de métodos cuyo perfeccionamiento exige a la judicatura estar al tanto de los requisitos para su configuración. En esa dirección, tanto la doctrina
 como la jurisprudencia
 han realizado sus mejores esfuerzos en pro de la identificación de esos elementos constitutivos, y tomando como punto de referencia la descripción típica del delito de Estafa, se ha llegado a concluir que son elementos esenciales de la misma los siguientes:

a)- Ánimo de lucro: La conducta del sujeto activo del delito debe estar orientada a la obtención de un provecho ilícito de carácter patrimonial, que consecuentemente debe traducirse en un daño de la misma naturaleza al sujeto pasivo del delito, que se obtiene como consecuencia del error que induce a la víctima.

b)- Medios o artificios engañosos: La utilización por parte del sujeto activo del delito de medios o artificios engañosos, dirigidos a inducir o mantener en error a la víctima.

c)- Engaño: El engaño debe ser suficiente e idóneo para alcanzar el fin propuesto, y ha de valorarse en función de los términos de la buena fe y la credibilidad propia del tráfico en el que tiene lugar la relación intersubjetiva entre autor y víctima. El engaño es un requisito esencial por constituir su núcleo o esencia, que ha de ser considerado con la entidad suficiente para producir el traspaso patrimonial de carácter precedente o concurrente a la defraudación, maliciosamente provocado.

d)- La real producción del error en el sujeto pasivo de la infracción: Error esencial en el sujeto pasivo al dar por ciertos los hechos mendaces simulados por el agente, conocimiento inexacto de la realidad del desplazamiento originador del perjuicio o lesión de sus intereses económicos.

e)- Acto de disposición patrimonial: Un acto de disposición patrimonial realizado por el sujeto pasivo, que en numerosas ocasiones adquiere cuerpo a través de pactos, acuerdos o negocios.

f)- Acción enderezada a buscar un provecho patrimonial ilícito : La obtención del provecho ilícito buscado por el agente, con el consecuente perjuicio patrimonial de la víctima, es decir, la disminución, económicamente evaluable, del acervo patrimonial que jurídicamente corresponde a una persona, obtenida a través de una acción antijurídica que persigue la obtención de un lucro injusto.

g)- Nexo causal: Debe existir un nexo causal entre el engaño provocado y el perjuicio experimentado, apareciendo éste como inexorable resultado, y
h)- Acción realizada con dolo: El sujeto activo debe actuar con dolo.

Es obvio asegurar, que si falta alguno de estos elementos no puede pensarse en la existencia típica del delito de ESTAFA.
En el caso concreto, la confrontación tiene su fuente en la celebración de un contrato de “Promesa de Permuta”, por medio de la cual se dio un intercambio en el derecho de dominio de varios bienes que fueron entregados de manera recíproca entre ambas partes contratantes, con la dificultad final que uno de los vehículos entregados fue objeto de retención por las autoridades de policía al figurarle un pendiente por Estafa (proceso culminado ante el Juzgado Quintero Penal del Circuito de Popayán, según sentencia de fecha 11 de octubre de 2002 visible a fls. 159-169 C.O.I., y donde figuró como procesado condenado el individuo WALTER GÓMEZ OSORIO).
Tal acontecimiento, por supuesto, dio lugar posteriormente a un perjuicio indebido en la persona de un tercero adquirente de buena fe, por venta que le hizo quien hoy figura como denunciante. Eso no se discute.

Hasta aquí diríamos, que es real el daño y que ese daño fue fruto de la transacción civil que se comenta en la cual tomaron parte los denunciados. No obstante, ello no es suficiente, porque debe quedar plenamente demostrado que los tradentes hicieron la entrega a sabiendas del origen ilícito del rodante; pero adicionalmente, que el adquirente obró con la diligencia debida en ese mismo proceder, al punto de tener que demostrar que no actuó con ingenuidad o incuria que diera lugar a una omisión imperdonable de su parte.
En cuanto a lo primero -conocimiento del origen ilícito y dolo subsiguiente por parte de los involucrados-, un examen pormenorizado del expediente enseña que la acusación que se formuló en contra de los procesados tuvo sustento en: (i) la firma de la promesa por ALDEMAR y no por JOSÉ FABIÁN, en cuanto no se cree que haya sido por ausencia del documento de identidad del primero, sino un ardid para engañar dado que sí firmó el día veinticinco (25) de junio de 2000 el documento de traspaso de ese vehículo con la persona de GABRIEL MEDINA (ver fl. 47 C.O.I.); (ii) un problema judicial que según se dice ya había ocurrido en relación con otro vehículo entregado por GABRIEL MEDINA, como dándose a entender un indicio de capacidad para delinquir ; y (iii) la no comparecencia de MEDINA OROZCO al proceso -indicio de huida-
Para el Tribunal, esa prueba indiciaria que se esgrime no posee la fuerza de plena certeza que se exige para la adopción de un fallo de condena, porque se trata de planteamientos que contrastan con otros hechos también evidenciados en el plenario, como son:
· Tanto los tres involucrados como quien se dice ofendido, eran amigos entre sí desde hace bastante tiempo, pero más allá de eso, todos ejercían el oficio de comisionistas, motivo por el cual eran común entre ellos el constante canje de bienes. No hay nada de extraño por tanto en que en otras circunstancias anteriores se presentaran dificultades con otros vehículos, como con sinceridad lo relata el implicado ALDEMAR AGUIRRE, pero aclarando a renglón seguido que fueron problemas que de inmediato se solucionaron.
· No se observa por parte alguna que el documento obrante a fl. 47 (al igual que a fl. 63 en original), haya sido suscrito por JOSÉ FABIÁN AGUIRRE dos días después de la “Promesa de Permuta”; una revisión de esos documentos enseña que no tienen fecha de elaboración y así lo dejó incluso consignado la Fiscalía instructora en la indagatoria rendida por el JOSÉ FABIÁN (cfr. fl. 56 fte.). Por demás, el hecho de haber firmado este documento y no la promesa, no significa a su vez que “haya mentido para engañar” al decir que autorizó a su hermano ALDEMAR para proceder en tal sentido porque apenas contaba con la contraseña, dado que el contrato de promesa, a diferencia de la carta de traspaso del vehículo, sí se elevaría luego a escritura pública. Sea como fuere, es lo cierto que fue el mismo TORO OCAMPO quien estuvo de acuerdo en que fuera ALDEMAR y no JOSÉ FABIÁN quien firmara la promesa.
· Finalmente, GABRIEL MEDINA no es en realidad un fantasma inventado por JOSÉ FABIÁN y ALDEMAR, existe y de ello da fe el propio ofendido cuando dice que habló con él y quedaron de arreglar el problema pero finalmente no se logró concretar el acuerdo (cfr. 19 fte. C.O.I.). Ni tampoco se puede decir que su no comparecencia al proceso es indicativa de su culpabilidad, porque si se observa con detenimiento, de él se tenían varias direcciones (el ofendido habló en su denuncia de la calle 50 No 12-14 barrio Los Naranjos de Dosquebradas; luego dijo en ampliación visible a fl. 22 C.O.I. que se localizaba en el casa de los padres en La Virginia (Rda.); posteriormente aclaró, según constancia secretarial obrante a fl. 24 C.O.I., que la casa de los padres está ubicada en la carrera 22 No 5A-05 del barrio Los Libertadores de Pereira; y, finalmente, en la fotocopia de la cédula visible a fl. 34 fte., aparece como dirección de residencia la carrera 56 # 66-51 del barrio Simón Bolívar en Medellín). No obstante lo anterior, la Fiscal instructora dispuso su vinculación mediante indagatoria en auto obrante a fl. 70 fte. y para ello ordenó que fuera citado “en la residencia de sus padres”; en cumplimiento de lo cual, se libró el telegrama visible a fl. 74 C.O.I. y el resultado fue: “NO EXISTE EL NÚMERO”. En esas condiciones, ¿cómo asegurar a ciencia cierta que MEDINA OROZCO posee la condición de contumaz al ser sabedor de una investigación penal en su contra y no querer comparecer?
Es bien cierto que existen unos límites bien sutiles entre el dolo civil y el dolo penal y que en los negocios civiles o en las actividades de comercio también es factible incursionar en el fraude. Precisamente de allí ha surgido el siguiente interrogante: ¿en qué momento el ánimo de obtener una ventaja en el negocio pasa a convertirse en una estafa para la contraparte? Para dilucidarlo la jurisprudencia expuso:

“Sin dejar de admitir que en los negocios pueda haber sutilezas, malicias, y reticencias como se deja dicho atrás, ellas tienen un límite social, vale decir, se admiten mientras no hayan comprometido gravemente la voluntad del contratante engañado y no salgan de lo comúnmente aceptado en el medio que se actúa. La violación del equilibrio que debe haber entre las partes en el contrato tiene que proyectarse, cuando adquiere contornos de lesión a los intereses colectivos, sobre el plano del derecho penal para que sean sancionados los abusos unilaterales de una de ellas sobre la otra.

[…] la permisibilidad de un contrato lícito no descarta la existencia de artificios o engaño, pues nada impide que la inducción o el mantenimiento en error tenga origen precisamente en la aparente sinceridad y legalidad de que se revista el acuerdo de voluntades…”

Incluso, el autor BARRERA DOMÍNGUEZ va más allá al asegurar que:

“[…] entre dolo civil principal y dolo penal no hay distingo alguno. Donde quiera que resulte en la conclusión de un convenio que se ha inducido a otra persona en error “por medio de actos cuya finalidad es obtener por sorpresa su consentimiento respecto a una obligación o a una renuncia” (PLANIOL y RIPERT), y sea evidente que de no haberse empleado tales engaños o artificios no se hubiera obtenido el consentimiento, debe tenerse como existentes tanto el dolo civil que lleva a la nulidad del acto o contrato, como el dolo penal que da lugar al delito de estafa, si quien lo ha empleado ha conseguido, así, un provecho económico ilícito con perjuicio de un tercero”.

Pero si lo anterior es válido, también lo es que de todas formas el engaño que provoca el error por medio de los contratos civiles o mercantiles, debe tener suficiente entidad para configurar un delito contra el patrimonio económico; así, para el autor JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS: 
“El derecho puede (y debe) exigir un cierto nivel de diligencia que permita al sujeto descubrir el engaño, por lo que la protección penal no debe producirse cuando la indolencia, la excesiva credibilidad y la omisión de precauciones elementales hayan sido las verdaderas causas de la eficacia del engaño. No habrá estafa, por tanto, por falta de engaño bastante, aunque se haya producido un error y como consecuencia un perjuicio patrimonial, si con una diligencia adecuada a las circunstancias el sujeto pasivo hubiera podido descubrir el ardid y poner al descubierto la acción engañosa”
. 
Y el mismo autor concluye: 
“No todo engaño es capaz de integrar la estafa: ha de tratarse de un engaño “bastante”. La concreción de esa suficiencia se hace, por lo general, diferenciando entre un módulo objetivo, referido al hombre medio, y del que se deriva la exigencia de unas ciertas condiciones de seriedad y entidad objetiva al engaño preciso en la estafa, y un módulo subjetivo, complementario del anterior, que tiene presentes las condiciones del sujeto concreto”.
 (las negrillas son nuestras)
Descendiendo de nuevo al caso que nos convoca, no podemos imaginar siquiera que el denunciante no tenía la calidad de hombre medio al que se refiere el autor en cita, porque el proceso da cuenta de todo lo contrario. Al tenor de lo expresado en su ampliación de denuncia (fl.19 C.O.I.), se trata de un individuo adulto, con segundo grado de secundaria y de profesión “comisionista de carros”. Es decir, una persona avezada en estas lides que se ejerce en similar oficio de los denunciados y se desenvuelve con propiedad precisamente en el medio que sirvió de canal para concretar el supuesto engaño.
Lo anterior es bien importante, porque otro autor español, FRANCISCO MUÑOZ CONDE, en punto de esta cuestión expresa que si bien es a veces difícil delimitar si el engaño fue o no causa adecuada para producir el error, lo sustancial es resolver el enigma de acuerdo con las circunstancias concretas en que se llevan a cabo los hechos; y al respecto advierte: 
“[…] debe tenerse en cuenta la personalidad del sujeto, su inteligencia, su edad, sus relaciones con el sujeto activo, etc. En todo caso, el sujeto pasivo ha de tener una capacidad mínima jurídicamente reconocida para la disposición de las cosas”.

Y esos planteamientos no escapan a la jurisprudencia patria, porque nuestro órgano de cierre en materia penal ya ha consolidado una línea de pensamiento a ese respecto, concretamente cuando acuñó las siguientes expresiones:

“Téngase presente que para la tipificación del delito de estafa no se requiere únicamente que se produzca o mantenga a otro en error sino que además se precisa que a este estado se llegue “por medio de artificios o engaños […] se considera que no todo engaño que pudiera concebirse causal respecto del resultado perjudicial permite la imputación del resultado a la conducta del autor, pues, de acuerdo con el argumento victimológico, la víctima debe acudir a los mecanismos de AUTOTUTELA exigibles, porque será entonces punible el comportamiento capaz de sobrepasar la barrera de contención que supone la actitud diligente del perjudicado”
 (mayúsculas sostenidas y negrillas ajenas al texto)
Incluso para mayor certeza, en un caso muy similar al que ahora es objeto de juzgamiento por tratarse también de un supuesto engaño por medio de un contrato entre personas conocedoras de los trámites de compra y venta de vehículos automotores, la misma Sala de Casación Penal refirió:

“Como se observa, se trata de personas con alguna preparación académica y cuyos ingresos los derivaban de ocupaciones propias del transporte. Es más, uno de ellos llevaba más de 10 años dedicado a la compra y venta de vehículos. Todo ello permite concluir que no ignoraban los pasos a seguir cuando se trata de efectuar negociaciones con esa clase de bienes, de modo que obraron imprudentemente al no acudir a los mecanismos de AUTOTUTELA a su disposición. De haberlo hecho, habrían podido superar con facilidad el ocultamiento de los embargos que pesaban contra el rodante adquirido.

La experiencia y conocimiento ostentado por los compradores sobre el tema de la adquisición de vehículos automotores impide asignar al procesado la posición de garante respecto de ellos, luego el resultado obtenido es sólo imputable a éstos. La controversia suscitada, por tanto, quedó en la esfera del derecho civil, a cuya competencia y procedimientos debió acudirse para ventilar el incumplimiento del contrato de esa naturaleza suscrito en su momento por las partes”.
 (mayúsculas sostenidas y negrillas ajenas al texto).  

En consecuencia, no duda el Tribunal en sostener que de acuerdo con la doctrina y la jurisprudencia ya generalizadas dentro y fuera de nuestras fronteras, para que se pueda hablar de un delito de ESTAFA bajo la modalidad de una contratación civil o comercial, no sólo se precisa que el engaño haya sido “bastante” por haber sobrepasado los límites propios de una negociación de esa naturaleza, sino que la parte contratante que se llama a engaño, con mayor razón si es persona experta en el tema objeto de transacción, debe haber obrado con suma diligencia y cuidado so pena de afectar la esencia del punible.

Como en el caso que nos concita no sucedió así, dado que el adquirente no obstante ser “comisionista de carros” no hizo las averiguaciones inherentes a establecer la legítima procedencia del rodante recibido, se encuentra obligado a demandar por la vía contenciosa el incumplimiento del contrato para procurar el resarcimiento del perjuicio que reclama.
La censura al fallo no prospera y por lo mismo se avala la decisión absolutoria en los términos en que fue confeccionada.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Sexto  Penal del Circuito de esta capital, objeto de apelación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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